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RESUMEN

Desde mediados del ano 2000, salié a la luz una compleja red de corrupcién que capturé a
diversas entidades del Estado en la década de 1990, lo que generd el surgimiento de una serie
de iniciativas de politica vinculadas con la lucha contra la corrupcién. Durante ese periodo,
la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administracién Tributaria (Sunat) fue una
de las instituciones que estuvo inmersa en casos de gran corrupcién, asimismo se ha cons-
tituido como una entidad con alto riesgo en la incidencia de casos de corrupcién hasta la
actualidad. Por ello, desde 2012 se puso en funcionamiento la Oficina de Fortalecimiento
Etico y Lucha contra la Corrupcién, la cual tiene por objetivo el desarrollo de acciones de
prevencidn y control de la corrupcién dentro de los procesos institucionales de la institucion.
El presente articulo tiene como objetivo identificar los mecanismos de coordinacién guberna-
mental usados en la implementacién de politicas anticorrupcion dentro de la Sunat, durante
el periodo 2012-2015. Asimismo, se busca describir cudles fueron las principales limitaciones
que se presentaron durante dicho proceso. Segin los resultados de la investigacién, entre las
principales limitaciones se encuentran: (i) la influencia politica de la alta direccién durante la
investigacién de casos de corrupcion, (ii) el solapamiento de distintos dispositivos de politica
anticorrupcién, (iii) vacios dentro del funcionamiento del Organo de Control Institucional
(OCI), (iv) ineficientes sistemas de identificacion de riesgos de corrupcidn, (v) desiguales capa-
cidades técnicas entre las 4reas encargadas de la politica, (vi) asi como limitados recursos logis-
ticos y presupuestales.
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Uses and limitations of anti-corruption coordination mechanisms.
The case of the Anticorruption and Ethics Office of Sunat

ABSTRACT

In mid-2000, a complex network of corruption that captured various governmental
entities during the last decade came to light. This prompted the subsequent emergence
of a number of measures linked to the fight against corruption. During that period, the
Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administracién Tributaria (Sunat) was one of
the institutions immersed in cases of grand corruption, and at the present it is an entity
with high vulnerability to the incidence of cases of petty corruption. For this reason, since
2012, the Oficina de Fortalecimiento Etico y Lucha contra la Corrupcién (Oferlccor) has
been set into operation. This institution has the objective to develop actions for prevention
and control of corruption within various administrative processes of the entity. This article
aims to identify the coordination mechanism used during the implementation of anti-
corruption policies in Sunat during the period 2012-2015. In addition, it seeks to describe
what the main limitations that occurred during that process were. According to the research
results, the main constraints were two: (i) the political influence of senior management
during research processes, (ii) the overlapping of different policy devices, (iii) gaps in the
operation of the Organo de Control Institucional (OCI), (iv) inefficient risk identification
systems, (v) unequal technical capacities between the areas involved in the policy, as well as
(vi) limited logistical and budgetary resources.

Keywords: mechanisms of coordination, anti-corruption policy, risk of corruption,
customs, Sunat.
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1. INTRODUCCION

En el Pert, luego del régimen de Alberto Fujimori (1990-2000), surgieron una
serie de iniciativas de lucha contra la corrupcién, debido a las fatales conse-
cuencias que tuvieron numerosos casos de corrupcién que se presentaron en las
altas esferas de poder gubernamental durante la década de los noventa. Desde
entonces, la corrupcidn se ha convertido en uno de los problemas publicos de
mayor relevancia dentro del sistema politico peruano, por sus efectos perjudi-
ciales al crecimiento econémico, a la estabilidad politica y la institucionalidad
del pais (Hussmann, 2007).

Dentro de algunos anlisis, suele suponerse que las politicas anticorrupcién
siguen un proceso ordenado, en el cual el Estado posee control sobre el escenario
y dispone de las capacidades institucionales y las herramientas necesarias para
implementar y asegurar el logro de los objetivos de acuerdo al planeamiento y
fines de la politica ptblica. De modo general, el proceso de implementacién de
una politica publica comprende la interaccién de diversos actores, en distintos
niveles y espacios, para llevar a cabo un curso de accién basado en lo que ha sido
propuesto por alguna legislacién, plan o programa gubernamental (Aguilar, 1993,
p. 47). Asi, las politicas anticorrupcién son procesos particularmente complejos y
multidimensionales, dificiles de gestionar, en los cuales no siempre es suficiente
contar con un documento o decisién previa para asegurar su implementacién.

Este articulo analiza el proceso de implementacién de la politica antico-
rrupcién a través del estudio de caso de la Oficina de Fortalecimiento Etico
y Lucha contra la Corrupcién (Ofelccor) en la Superintendencia Nacional de
Aduanas y de Administracién Tributaria (Sunat). Dicha institucién, durante
los afnos noventa, estuvo inmersa en casos de gran corrupcién y se posiciond
como una entidad con alta sensibilidad y vulnerabilidad a la incidencia de
casos de corrupcién hasta el dia de hoy. De esta manera, la Oferlccor tiene por
objetivo el desarrollo de acciones de prevencién y lucha contra la corrupcién
dentro de los procesos institucionales de la entidad.

El estudio posee una metodologia cualitativa, enfocdndose en la obtencién
de informacidn respecto a tres objetivos especificos: a) describir el proceso de
implementacién de la politica anticorrupcién en Sunat, b) identificar los meca-
nismos de coordinacién gubernamental implementados, y c) analizar las limi-
taciones de la coordinacién y problemas operativos que se presentaron en la
entidad para llevar a cabo dicha politica.

En esta linea, se opt6 por centrar el trabajo de campo en la realizacién de
entrevistas semiestructuradas a los principales actores involucrados en el proceso
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de implementacién de la politica anticorrupcién en Sunat: funcionarios y
exfuncionarios de la Oferlccor, asi como de la Oficina de Control Institucional
de la entidad, personal de las Intendencias de Aduanas, funcionarios de la
Comisién de Alto Nivel Anticorrupcién-PCM vy especialistas en la materia.
Asimismo, se utilizaron fichas de registro para sistematizar la informacién obte-
nida de la normativa y legislacién vinculada a lucha contra la corrupcidn, asi
como documentos producidos por la PCM, CAN-Anticorrupcién y Oferlecor.

La presente investigacién se organiza en cuatro secciones. La primera com-
prende una discusion teérica en torno al concepto de coordinacién guberna-
mental; la segunda detalla el proceso de la politica anticorrupcién en el periodo
de estudio; la tercera describe el diseno institucional de la politica anticorrup-
cién en Sunag; y la dltima seccién aborda el funcionamiento de la Oficina de
Fortalecimiento Etico y Lucha contra la Corrupcién (Ofelccor), la identifica-
cién de los mecanismos de coordinacién utilizados, asi como cudles son las prin-
cipales limitaciones para la implementacién de este tipo de politicas publicas.

2. ELEMENTOS CONCEPTUALES SOBRE COORDINACION GUBERNAMENTAL

Desde la década del setenta, los distintos estudios de politicas pablicas hicieron
un giro en el foco de andlisis, el cual comenzé a poner mayor énfasis en la fase
de implementacién de politicas, mostrando asi la necesidad de lograr mayor
eficiencia en los resultados de las decisiones gubernamentales, que serfan tra-
ducidas en politicas o programas especificos. Las politicas publicas son procesos
complejos que requieren la intervencién de multiples actores con caracteristicas
distintas, los cuales deben de interactuar a fin de conseguir el objetivo de dicha
politica: la solucién del problema publico.

La coordinacién o alineamiento entre los actores conlleva a una mayor efi-
ciencia e integralidad en la ejecucién de politicas publicas, lo cual aseguraria el
logro de los resultados esperados (Martinez, 2010). En los dltimos afos, se ha
constatado que la mayoria de problemas publicos son de cardcter complejo y
multidimensional, lo cual no permite su tratamiento segmentado o sectorial,
debido a la gran cantidad de factores y escenarios en los que se pueden mani-
festar (Martinez, 2010, p. 14). Esta diversidad de escenarios origina la nece-
sidad de que los actores tomen decisiones y asignen recursos a la implementa-
cién de una politica ptblica en sus respectivas jurisdicciones particulares, sean
estas sectoriales (Poder Ejecutivo) o territoriales (nacional, regional o local).
Por consiguiente, la coordinacién se convirtié en un tema relevante a tratar por
académicos y funcionarios del Estado responsables de las politicas publicas,
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los cuales han devenido en un amplio conjunto de estudios que brindan
diversas perspectivas desde donde se analiza el cada vez mds importante papel
de la coordinacién en el logro de politicas puiblicas eficientes.

Un concepto ampliamente aceptado de coordinacién es el postulado por
Peters, que implica el estado en el cual las distintas organizaciones, publicas y
privadas, responsables de la formacién de politicas y los programas de gobierno
trabajen juntas a fin de realizar acciones minimamente redundantes, contra-
dictorias o incoherentes (1998). Para el autor, un programa o politica es mds
o menos coordinado si es que se evita la duplicacién y superposicién de deci-
siones y se reducen inconsistencias de las politicas. Ademds, se deben asegurar
prioridades, a fin de apuntar a la cohesién y coherencia de ellas, de tal forma
que se atenue el conflicto politico y burocratico. En general, se propone una
perspectiva holistica reduciendo la mirada sectorial y estrecha de las politicas.

No obstante, la coordinacién puede tener distintos dmbitos. Desde estu-
dios propios de la gestién publica, Painter (1981) destaca la diferencia entre
coordinacién politica y coordinacién administrativa. La coordinacién politica
(plano de la decisién) se focaliza mds en fines que en medios, mientras que la
administrativa (accién gubernamental) implica que todos los actores dentro
del proceso de implementacién apunten en la misma direccién sus esfuerzos.
(Martinez, 2010, p.18).

Otros estudios, como el realizado por Repetto (2010), afirman que el éxito
de la gestién publica estd relacionado con el enfrentamiento a retos, en tér-
minos de relaciones intergubernamentales e intersectoriales. Para el autor, se
entiende por coordinacién al:

[...] proceso mediante el cual se va generando sinergia entre las acciones y los recursos
de los diversos involucrados en un campo concreto de la gestién publica, al mismo
tiempo que en dicho proceso se van construyendo un sistema de reglas de juego for-

males e informales, a través del cual los actores encuentran fuertes incentivos para coo-
perar, mds alld de sus intereses o ideologfas particulares (Repetto, 2010, p. 4).

Sin embargo, la coordinacién intergubernamental enfrenta miltiples retos.
A nivel organizativo se puede enfrentar con la complejidad de diversos dmbitos
y niveles, excesiva diferenciacidn estructural, asi como una sectorializacién
inadecuada. Asi también, pueden existir fracturas y segmentaciones organiza-
cionales, presencia de nuevos actores, predominancia de modelos de gestién de
baja interdependencia e interaccién, entre otros.

Esta identificacién de problemas de coordinacién ha llevado a abordar la
concepcién de la coordinacién no como un tema operacional, sino como un
problema de accién colectiva (Peters, 2013). Es decir, que no basta un nivel
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jerdrquico de poder, modelos organizacionales o arreglos formales para lograr
que exista una coordinacién «eficiente». El autor también hace una diferencia
entre coordinacién de recursos, entendida como asignacion desde el gobierno
central; y coordinacién de actividades, propia del gobierno subnacional.

Debido a las multiples perspectivas desde donde se analiza el fenémeno
de la coordinacién de las politicas publicas, es posible concebirlo como un
proceso de multiples dimensiones (politico y técnico, participativo y concer-
tado, vertical y horizontal), y de diferentes alcances (macro, meso y micro),
que involucra a diferentes actores y sectores, con el fin de articular esfuerzos y
crear sinergias que favorecen el logro de objetivos estratégicos (Molina y Licha,
2005).

Por ello, a fin de delimitar el concepto, en la presente investigacién se enten-
derd por coordinacién como un proceso politico y técnico que se orienta a
la coherencia y articulacién, tanto horizontal como vertical, de las politicas
publicas a fin de favorecer el logro de objetivos estratégicos (Garnier, 2000).
Lo politico implica coordinar para enfrentar las contradicciones, restricciones
o resistencias de los actores, tomando caminos de cooperacién o negociacién;
mientras que lo técnico se refiere a una articulacién operativa que obtenga los
instrumentos y dispositivos adecuados para la implementacién de politicas,
programas o proyectos determinados (Repetto y Ferndndez, 2012).

3. VAIVENES EN LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCION (2000-2015)

En el Pert, la politica anticorrupcién se intensificé a partir del afio 2000. En
2001, la coyuntura nacional impulsé la implementacién del Programa Nacional
Anticorrupcién y paralelamente se constituyé el Grupo de Trabajo «Iniciativa
Nacional Anticorrupcién», creado con el objetivo de ejecutar un conjunto de
acciones para el diagndstico y disefio de politicas de lucha contra la corrupcién.
Esta iniciativa creé un nuevo modelo para generar espacio en el que diferentes
actores, tanto publicos como privados, puedan discutir asuntos relacionados
con las bases éticas y democrdticas que serfan las bases del Estado —las cuales
fueron muy cuestionadas en la década precedente— y se encamine un proceso
de construccién de un marco normativo e institucional anticorrupcién (resolu-
cién suprema 160-2001-JUS).

En 2002, la creacién de la Comisién Nacional de Lucha contra la Corrup-
cién y Promocién de la Etica y Transparencia en la Gestién Publica se con-
virtié en otro hito en el desarrollo de una politica anticorrupcién en el pais,
la cual significé un intento de institucionalizar la lucha contra la corrupcién y
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establecer acciones especificas para su ejecucién. Esta comision se cred a inicios
del gobierno de Alejandro Toledo y estuvo conformada por las principales enti-
dades del pais, como la Presidencia del Consejo de Ministros, el Ministerio de
Justicia, la Contraloria General de la Republica, la Defensoria del Pueblo, entre
otros. Esta comisién formalmente estuvo activa hasta 2000, sin embargo, en la
préctica no posefa un funcionamiento debido a la falta de un funcionario que
ejerciera de presidente (Silva, 2012).

Posteriormente, en 2007, se cred la Oficina Nacional Anticorrupcidn, ads-
crita a la Presidencia del Consejo de Ministros (decreto supremo 085-2007-
PCM). A través de esta oficina se inicié la preparacién del primer plan nacional
de lucha contra la corrupcién, el mismo que tendria un periodo de aplicaciéon
desde 2008 a 2011 y contendria medidas para prevenir, investigar y promover
una ética publica, la vigilancia ciudadana y erradicar la corrupcidn.

Paralelamente a la aplicacién del plan anticorrupcién 2008-2011, el afio
2007, mediante el decreto supremo 027-2007-PCM, la Presidencia del Con-
sejo de Ministros establece las politicas de obligatorio cumplimiento para todas
las entidades del Gobierno nacional. Este dispositivo consiste en requerir a las
instituciones, el planteamiento de metas semestrales objetivas y verificables,
con el objetivo de impulsar de manera transversal su promocién y ejecucién,
en adicién a las politicas sectoriales. Asi, dentro de las politicas nacionales, la
politica nacional en materia de lucha contra la corrupcién (Politica Nacional
11) tiene como propésito definir objetivos prioritarios a fin de asegurar una
adecuada gestién publica en esta materia, estableciendo una eficiente lucha
contra la corrupcién y fomentando la transparencia y ética publica.

Luego que la Oficina Nacional Anticorrupcién quedara desactivada en 2008,
en 2010 se propuso la creacién de la Comisién de Alto Nivel Anticorrupcién
(decreto supremo 016-2010-PCM), en funcionamiento hasta la actualidad, la
cual significé un espacio de articulacién y coordinacién de acciones y politicas
de corto, mediano y largo plazo en materia de prevencién y combate de la
corrupcién en el Perd. La CAN Anticorrupcién posee actualmente funciones
de planificacién, coordinacién y seguimiento de la politica anticorrupcién en
el pais.

Pues bien, a pesar de que el tema anticorrupcién estuvo en la agenda publica
en los distintos gobiernos, existen claras dificultades que han estado presentes
en todo este periodo en dmbito estructural, institucional y operativo. Primero,
la accién gubernamental en esta materia presentd serias dificultades a fin de
implementar politicas de lucha contra la corrupcién constantes y eficientes.
Por ejemplo, en el caso de la Oficina Nacional Anticorrupcién, hubo muchos
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cuestionamientos alrededor de sus funciones, ya que algunas de ellas, como la
investigacién de casos de corrupcidn, colisionaban con las funciones de otros
organismos constitucionalmente auténomos, como el Ministerio Publico y el
Poder Judicial, por ello solo tuvo un periodo de nueve meses de funcionamiento.

Segundo, las acciones implementadas que conformaron la politica tuvieron
inconvenientes dada la complejidad del fenémeno de corrupcién y la articula-
cién del mismo desde la gestién publica (Silva, 2012). La mayoria de iniciativas
estuvieron coordinadas e implementadas por el Poder Ejecutivo, excluyendo a
los demds poderes y organismos del Estado, lo cual generaba falta de credibi-
lidad en las acciones llevadas a cabo.

Tercero, las iniciativas anticorrupcién no contaron en su mayoria con una
estrategia o una herramienta de planificacién que guiara las acciones a realizar.
Segin la Convencién de las Naciones Unidad contra la Corrupcién, se men-
ciona que para una efectiva lucha contra la corrupcién los Estados deberdn
formular, aplicar y mantener en vigor politicas coordinadas y eficaces contra
la corrupcién a fin de fomentar el respeto al Estado de derecho, la integridad,
transparencia y lucha contra la corrupcién (ONU, 2003). En el caso del Pera
y en paises de América Latina, las iniciativas anticorrupcidn se caracterizaron
por ser desarticuladas, sin mecanismos de seguimiento establecidos, signifi-
cando acciones momentdneas generalmente motivadas por entornos de crisis y
escandalos de gran corrupcion, haciendo un llamado a las autoridades politicas
sobre la gravedad del problema y su efecto sobre la gobernabilidad democrética
(Peiailillo, 2011). La planificacién y seguimiento son necesarios en la imple-
mentacién de politicas anticorrupcién, de tal manera que orienten a los actores
publicos y privados en su implementacién, generen informacién ttil para su
seguimiento y permitan una actuacién mds coordinada de los érganos estatales
del control politico, financiero y administrativo.

4., PROBLEMAS EN TORNO AL DISENO INSTITUCIONAL DE LA POLITICA
ANTICORRUPCION EN SUNAT

La Sunat, al ser la entidad rectora de la recaudacién de impuestos y administra-
cién de aduanas del pais, es vulnerable a la consolidacién de redes de corrup-
cién dentro de sus procesos cotidianos de regulacién y control. De esta forma,
existen informes que analizan el impacto de la corrupcién, por ejemplo, en
el control aduanero en limites fronterizos, facilitando la incidencia de delitos
aduaneros, como el contrabando, la defraudacién de rentas o el trdfico de mer-
cancias restringidas (Bardales, 2010). En la actualidad, la Sunat estd compuesta
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por 531 unidades operativas a nivel nacional y con mds de 12 mil funcionarios
publicos en diversas partes del pais, lo cual convierte la labor de control guber-
namental en un aspecto clave de la gestion.

Se puede afirmar que desde el ano 2000 se iniciaron una serie de medidas
que buscaron controlar la influencia politica dentro de la Sunat y eliminar las
rentas de la corrupcién consolidadas en la década fujimorista (Durand, 2012).
De esta manera, se inicié un proceso de institucionalizacién y refuerzo de la
capacidad recaudadora de la entidad, asi como procesos de evaluacién y audito-
rias técnicas. De acuerdo a la normativa vigente, dentro de una entidad publica
existen dos érganos especificos que intervienen directamente en la prevencién,
control y sancién de los hechos de corrupcién: el Organo de Control Institu-
cional (OCI) y la Procuraduria Pdblica.

En primer lugar, se encuentra el Organo de Control Institucional (OCI),
el cual forma parte del Sistema Nacional de Control', cuyo ente rector es la
Contraloria General de la Republica (segun el articulo 82 de la Constitucién
Politica). El OCl es el érgano encargado de ejecutar el Control Gubernamental
dentro de toda entidad estatal, sea de cardcter nacional, sectorial, regional o local,
de acuerdo al articulo 3 de la ley 27785 (ley Orgdnica del Sistema Nacional de
Control y de la Contraloria General de la Repuiblica), y las disposiciones norma-
tivas dadas por la Contraloria. Segtin especifica en la citada norma:

El OCI constituye la unidad especializada responsable de llevar a cabo el control guber-
namental en la entidad, de conformidad con lo dispuesto en los articulos 6°, 7° y 8° de
la ley, con la finalidad de promover la correcta y transparente gestion de los recursos y
bienes de la entidad, cautelando la legalidad y eficiencia de sus actos y operaciones, asi

como el logro de sus resultados, mediante la ejecucién de labores de control (ley 27785,
articulo 3).

El control interno comprende la realizacién de acciones de supervisién con
la finalidad que la gestidén de recursos, bienes y operaciones se realice de forma
eficiente. De acuerdo a la normativa, existen tres tipos de control que se pueden
implementar dentro de la entidad: control preventivo, simultineo y posterior.
Dentro de las funciones asignadas al OCI se encuentra desarrollar acciones de
control simultdneo, las cuales implican presenciar las actividades que realice
la entidad, tales como un proceso de contratacién o licitacién; por otro lado,
acciones de control posterior, las cuales son aquellas que se realizan luego de
realizada la actividad.

' De acuerdo a la ley 27785, Ley Orgénica del Sistema Nacional de Control y de la Contralorfa General de la

Republica.
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Las acciones de control llevadas a cabo por el OCI estdn enmarcadas en el
Plan Nacional de Control y en los dispositivos aprobados para cada entidad
de acuerdo a su programacién de actividades, como el Plan Operativo Institu-
cional (POI). Entre las principales modalidades que realiza el OCI* se encuen-
tran: por un lado, las visitas de control, que implica la supervisién por parte de
un auditor a fin de asegurar que la normativa interna de la entidad se cumpla
adecuadamente; por otro lado, las auditorias de cumplimiento, que es la revi-
sién posterior para asegurar el cumplimiento de todos los procedimientos (por
ejemplo, durante los procesos de contratacién o adquisicién).

Luego de la accién de control realizada, si se determinan responsabili-
dades administrativas®, la Contraloria General de la Republica deberd adoptar
acciones para la determinacién de responsabilidad y la imposicién de la sancién
respectiva, segun las facultades otorgadas por ley*. Por otro lado, si se deter-
minan indicios razonables de responsabilidad civil® o penal®, el jefe del Organo
de Auditorfa Interna comunicard sobre las responsabilidades simultdneamente
al procurador publico para que este realice las funciones competentes.

Sobre este dltimo punto, se puede identificar a la Procuraduria Publica
como el segundo actor protagonista del control gubernamental en una entidad
publica. La procuraduria es el érgano encargado de la representacién y defensa
juridica de los derechos e intereses del Estado. Al igual que el caso de los
6rganos de control institucional, depende administrativamente de la entidad,
en este caso Sunat, y, funcionalmente, del Consejo de Defensa Juridica del
Estado (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos). Segun el articulo 27 del
Reglamento de Organizacién y Funciones de Sunat, se especifica como funcién
principal de la Procuraduria:

Representar al Estado y defender los derechos e intereses de la Sunat ante los érganos
jurisdiccionales y administrativos, asi como ante el Tribunal Constitucional, el Minis-
terio Publico, la Policfa Nacional, el Tribunal Arbitral, el Centro de Conciliacién y

otros de similar naturaleza en los que el Estado es parte, comprendiendo todas las
actuaciones en materia procesal, arbitral y de cardcter sustantivo que permite la ley.

2 De acuerdo a la resolucién de contraloria 273-2014-CG «Normas Generales de Control Gubernamental».

3 Esaquella en la incurren los servidores y funcionarios por haber contravenido el ordenamiento juridico administra-

tivo y las normas internas de la entidad a la que pertenecen, se encuentre vigente o extendido el vinculo laboral, durante
el desarrollo de la accién de control. Asi también aquellos funcionarios que desarrollaron una gestién ineficiente.

# La Contraloria General de la Republica y el Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas ejercen la
potestad sancionadora conferida por la ley 29622, ley que modificé la ley 27785, Ley Orgdnica del Sistema Nacional
de Control y de la Contraloria.

5 Aquellos funcionarios que por su accién u omisién en el ejercicio de sus funciones hayan ocasionado un dafio
econémico a su entidad o al Estado, incumpliendo sus funciones.

¢ Aquella en la que incurren los servicios o funcionarios que en ejercicio de sus funciones han efectuado un acto u

omisién tipificado como delito.
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Como se menciond anteriormente, si se ha determinado responsabilidades
penales, la oficina encargada de viabilizar y encaminar dicho caso es la Procura-
duria Pablica. Esta oficina realiza una investigacién sobre el caso reportado por
el OCI (generalmente), y si se encuentran evidencias, se presenta formalmente
el expediente al Ministerio Pdblico’. Luego, en dicha institucién se realiza una
investigacién para formalizar el caso ante el Poder Judicial, de acuerdo al pro-
ceso de investigacién penal de la corrupcién.

Figura 1. Modelo de investigacién de actos de corrupcién OCI y Procuraduria
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Fuente y elaboracién propia.

De acuerdo a lo mencionado anteriormente, el marco normativo del control
gubernamental establece al Organo de Control Institucional como principal
actor de la lucha contra la corrupcién al interior de la entidad. Sin embargo, de
acuerdo a las entrevistas realizadas durante el trabajo de campo, se ha podido
identificar ciertos problemas operativos.

Primero, el tiempo de duracién del proceso. Como se indicé, el proceso
inicia con la investigacion, sea de oficio u originado por una denuncia, reali-
zada por el OCI. Sin embargo, hasta que dicha investigacion pase por las todas

7 Segtin el Nuevo Cédigo Procesal Penal, el Ministerio Ptblico se encuentra encargado de la investigacién prepara-

toria para los delitos contra la administracién publica, de acuerdo a la ley 29574.
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las fases del proceso, es posible que no llegue a una sancién efectiva del acto de

corrupcién identificado. En esta linea, se ha recogido el siguiente testimonio:
Los informes que elaboran los OCI estdn sujetos al control de calidad, de la Contraloria
General de la Republica, la cual tiene la facultad de aprobar o disponer su reformula-
cién. Desde hace unos afios, la Contralorfa adopta una funcién sancionadora, por lo
que antes de pasarle el expediente al procurador la Contraloria tiene que dar el visto
bueno. Se ha tenido casos donde se determina responsabilidad administrativa y no se
sanciona, pues al haberse demorado el proceso seis o siete meses, el trabajador puede
apelar al principio de inmediatez (Funcionario 1 Oferlccor, 9 de junio 2016).

Segundo, en general, las funciones de supervisién del OCI se restringen a
verificar que los procedimientos de compras y adquisiciones puiblicas se desa-
rrollen de acuerdo a ley, no profundizando en la fiscalizacién en las labores
cotidianas de la entidad. Es decir, aquellas que implican contacto entre los
funcionarios publicos y la ciudadania y en las que se pueden presentar practicas
que no necesariamente estdn tipificadas como delitos de corrupcién (dmbito
penal) o faltas administrativas (dmbito administrativo).

Tercero, existe el riesgo de que el proceso se frustre. Durante la investiga-
cién judicial en el Ministerio Pablico —y de ser el caso en el Poder Judicial—,
debido al amplio periodo de duracién del proceso, existen potenciales riesgos
de que no se llegue a una sancién efectiva.

Cuando no solo se determina responsabilidad administrativa sino también se deter-
mina responsabilidad penal actda el Ministerio Pablico. Ahi viene otro problema...
En la prictica la formalizacién de una denuncia ante el Poder Judicial se demora dos
o tres afios. Ademds, existe la posibilidad que el fiscal sea corrupto, mal preparado, o
simplemente ineficiente y que las gestiones realizadas hasta el momento simplemente
no lleguen a nada. Si se llega a la etapa del Poder Judicial puede tomar tres o cuatro afios
en dictar sentencia de encontrar hallazgos suficientes. Nuevamente, se puede dar el caso

en que exista un juez que haga que el caso y todo el procedimiento logrado no otorguen
una resolucién (Funcionario 2 Oferlecor, 1 de julio del 2016).

Sobre este punto, hay evidencias de funcionarios de la institucién que, tras
haber sido denunciados por corrupcién y separados de la institucién, poste-
riormente fueron restituidos por medidas cautelares y resoluciones del Poder
Judicial (El Comercio, 2009). Esto debido a que durante el proceso no se llevéd
a cabo una adecuada presentacién de la evidencia ni ciertas caracteristicas for-
males del proceso de investigacién penal que terminaron en un fallo cuestio-

nable del Poder Judicial.
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5. La Oricina DE ForTaLECIMIENTO ET1CO Y LUCHA CONTRA LA CORRUPCION:
MECANISMOS DE COORDINACION Y PRINCIPALES LIMITACIONES

En la Sunat, a partir de 2011 se encaminaron reformas a fin de implementar
adecuadamente el Plan Nacional de Lucha contra la Corrupcién emitido por
el Poder Ejecutivo. De esta manera, en el afio 2012 se cre6 la Oficina de Forta-
lecimiento Etico y Lucha contra la Corrupcién (Oferlccor), cuyo objetivo fue
fortalecer e institucionalizar la politica anticorrupcién en la entidad. Actual-
mente la oficina, segin el organigrama de la Sunat, depende directamente de la
Superintendencia, al igual que otras dreas, como la Secretarfa General, y cuenta
con trece funcionarios designados.

Para comprender la evaluacién de las medidas anticorrupcién en Sunat y el
funcionamiento de dicha drea es necesario mencionar que su funcionamiento
no inicié netamente con el plan, sino que se articulé con otro conjunto de acti-
vidades que realizaba el Organo de Control Institucional de Sunat. Lo mencio-
nado se puede explicar en el siguiente testimonio:

Nuestra llegada al plan fue a la inversa. Nosotros analizibamos casos que se detec-
taban en la Oficina de Control Interno, los casos que estaban judicializados y de ahi

partiamos con andlisis de casos para determinar aquellas situaciones que facilitaban la
incidencia de casos de corrupcién [...] (exfuncionario Sunat, 18 de mayo del 2016).

A partir del afio 2012, la Oferlccor ha tenido como una de sus principales
funciones la implementacién del Plan Sectorial formulado por el MEE y a su
vez la formulacién del Plan Institucional de Sunat, el cual comprende una serie
de actividades y acciones a ejecutar durante un periodo anual.

El plan institucional anticorrupcién de Sunat, si bien ha variado desde su
emisién en el ano 2011, se divide en tres grandes tipos de acciones seglin su
objetivo. Primero, los que estdn dirigidos a realizar una sensibilizacién sobre
temas vinculados a ética en la funcién publica en la institucién, en el cual
figuran actividades como realizar eventos de difusién sobre temas de ética, rea-
lizar encuestas externas e internas sobre percepcidn de la corrupcidn, y realizar
campanas internas para difundir los logros y avances en la implementacién del
plan institucional.

Segundo, las actividades relacionadas con prevencién de la corrupcién. Entre
las més importantes figuran la ejecucién de visitas inopinadas a las diversas
dreas de la entidad, y que previamente han sido identificadas como dreas vul-
nerables a riesgos de corrupcién; y realizar evaluaciones periédicas sobre este
tipo de diagndsticos. Mediante las visitas se plantean recomendaciones a la Alta



124 Revista DE CiENcIA PoLiTica Yy GOBIERNO, 4(8), 2017

Direccién sobre situaciones que estén relacionadas con el incumplimiento de la
normativa interna, previniendo potenciales hechos de corrupcién.

Tercero, acciones internas de lucha contra la corrupcién. En este dmbito
cabe resaltar dos actividades que realiza la Oferlccor. Por un lado, las activi-
dades de identificacién de dreas y procesos con riesgos de corrupcién dentro de
Sunat, mediante la revisién de los casos que han sido detectados con anterio-
ridad. Por otro lado, la realizacién de asesorias en las labores de control que le
corresponde a los funcionarios o jefes de las distintas dreas de Sunat.

Tipologia de mecanismos de coordinacién

La coordinacién gubernamental comprende un constructo organizacional, la
cual debe sostenerse a través de una serie de instrumentos concretos (Repetto y
Ferndndez, 2012). La implementacién de la estrategia nacional anticorrupcién
en planes de accidn requiere procesos de coordinacion y seguimiento a fin de
alcanzar la realizacién de los objetivos y resultados efectivos (Hussmann, 2007).

En el caso de la politica anticorrupcién, no se ha profundizado el estudio
sobre su implementacién ni las dindmicas que implican dentro de las insti-
tuciones publicas. En el Poder Ejecutivo se han desarrollado un conjunto de
mecanismos a fin de optimizar la coordinacién interinstitucional de los actores.
Segtin el caso de estudio elegido, la Oficina de Fortalecimiento Etico y Lucha
contra la Corrupcién en Sunat, se puede organizar los distintos mecanismos
segtin los alcances posibles.

i. Mecanismos de coordinacién para la investigacién de actos de
corrupcion

Si bien cuando se cred la Oferlccor, esta asumié la funcién de formular herra-
mientas de prevencién de la corrupcién dentro de la institucién, a inicios
de 2015, mediante la resolucién de Superintendencia 400-2014/Sunat, la
Oferlecor adquirié las funciones para brindar asesoria y apoyo a los funcio-
narios o directivos de la institucién en el ejercicio del control y lucha contra
la corrupcidn. Es decir, la oficina que inicialmente tenfa las funciones integra-
mente preventivas, comenz a participar y asesorar en procesos de investiga-
cién de presuntos actos de corrupcidn.

Cabe mencionar que uno de los obsticulos que atravesé el drea durante la
adopcién de la funcién de investigacién fueron las constantes criticas de dupli-
cacién de funciones por parte del OCIL
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Figura 2. Funciones de asesoria y apoyo en el ejercicio del control a directivos

Asesoria

* Consiste en la orientacién o sugerencias que brinda la Ofelccor a un funcionario o directivo
de la Sunat con relacién a las consultas formuladas de manera verbal o escrita respecto a la
forma de cumplir con las labores que le son inherentes vinculadas al ejercicio del control
que le corresponde.

Apoyo

* Consiste en la labor de evaluacién y de programacién de la investigacién (de corresponder)
que realiza la Ofelccor al recibir una solicitud de parte de un funcionario o directivo de
la Sunat para ejecutar labores que le son inherentes vinculadas al ejercicio del control. El
apoyo consiste en realizar una investigacién, emitiendo como resultado un informe técnico.

Fuente: Oferlccor. Elaboracién propia

Figura 3. Modelo de asesoria y apoyo en el ejercicio del control
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Sin embargo, el mecanismo propuesto por la Oferlccor plantea que esta no
es la encargada directa de realizar la investigacién —como si lo es el Organo
de Control Institucional—, sino que es la encargada de apoyar y asesorar a los
directivos, de acuerdo a la funcién brindada por la ley de Control Interno, la
cual especifica lo siguiente:

El control interno posterior es ejercido por los responsables superiores del servidor o
funcionario ejecutor, en funcién del cumplimiento de las disposiciones establecidas, asf
como por el Organo de Control Institucional segtin sus planes y programas anuales,
evaluando y verificando los aspectos administrativos del uso de los recursos y bienes

del Estado, asi como la gestidn y ejecucién llevadas a cabo, en relacién con las metas
trazadas y resultados obtenidos (ley 27785, articulo 7).

De esta manera, no existe una contraposicién entre las facultades del OCI

y la Oferlccor, siendo el primero el receptor de las denuncias de la ciudadania

y la implementacién del control interno de acuerdo a las normas emitidas por

la Contraloria; y el segundo, un 6rgano de asesoria en investigaciones de pre-
suntos actos de corrupcidn.

El Organo de Control Institucional trata las denuncias que ingresan por ciudadanos o

por terceros. Nosotros vemos las investigaciones que los directivos nos solicitan cuando

existen indicios de actos de corrupcién dentro de sus dreas respectivas (Funcionario 1

Oferlccor, 9 de junio 2016).

Un punto importante que es necesario mencionar es la coordinacién que
se realiza entre la Oferlccor y los distintos drganos del proceso penal de inves-
tigacién de actos de corrupcién. Si bien la funcién de la oficina culmina con
la emisién del informe detallando los resultados de la investigacién, luego que
el caso ingresa en el proceso regular, se realiza seguimiento para evitar que se
estanque en alguna fase del mismo.

A pesar que nuestra funcién es la emisién del informe, hacemos seguimiento de nues-
tros casos con los fiscales al que han sido derivados, dado que es necesario no descuidar
el proceso. Asi también se coordina con la Procuraduria Anticorrupcién para que el

caso no se congele en alguna entidad dentro del proceso o se pierda dentro de todos los
casos que tienen (Funcionario 1 Oferlccor, 9 de junio 2016).

Segtin las estadisticas de la Oferlccor, desde la aprobacién de las facultades
de investigacién a inicios de 2015 hasta mediados de 2016, se han llevado
a cabo 35 casos de investigacién por actos de corrupcién, de los cuales en
17 se han determinado responsabilidades por funcionarios de la institucién.
Respecto a la duracién de la investigacién, en promedio la oficina culmina un
caso en 30 dias, mientras que en el OCI puede llevar hasta un afio de duracién.
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ii. Procedimientos de deteccién de riesgos de corrupcién

La corrupcién es un complejo objeto de medicién, generando que la tarea
de evaluar o medir la corrupcién sea particularmente desafiante. La medicién
de la corrupcién se ha convertido en un tema central para el estudio de la
buena gobernanza y una demanda para el disefio e implementacién de politicas
publicas de lucha contra la corrupcidn, la cual ha aumentado su presencia en
la agenda publica a nivel internacional en las dltimas décadas (Parker, Berthin,

Michelle y Mizrahi, 2004).

Un delito como la corrupcién dificilmente puede ser registrado en un estudio de vic-
timizacién pues los participes de estos actos conocen la situacién no necesariamente
como victimas, sino como cédmplices, lo que dificulta la medicién (Mujica, 2013,

p. 176).

Dentro de las politicas anticorrupcion llevadas a cabo por las entidades
del Estado, el poseer un diagndstico ha sido una de las tareas mds complejas
para asegurar una correcta implementacién de la politica en cada entidad.
De acuerdo a lo mencionado por un asesor de la CAN Anticorrupcién:

Cuando revisidbamos los planes anticorrupcién, tanto a nivel sectorial como los planes
de las comisiones regionales anticorrupcién, descubrimos que el diagnéstico muchas
veces es malentendido por muchos servidores publicos, reduciéndolos a una recopila-

cién normativa de la entidad o con indicadores de 4mbito nacional o a un nivel muy

general (asesor CAN, 1 de octubre 2016).

La Oferlccor, en el ano 2014, desarrollé una metodologia propia para llevar

a cabo un diagndstico institucional para poder identificar las dreas que pre-

sentan mayor riesgo de posibles ocurrencias de corrupcién (Oferlecor, 2014).
De acuerdo a su metodologia, ellos parten de entender la corrupcién como:

Toda conducta que realice un funcionario o servidor piblico que implique el incumpli-

miento de funciones o el quebrantamiento de la legalidad, con el objeto de obtener un

beneficio extraposicional indebido, propio o para terceros; sea de cardcter econémico,
administrativo o de cualquier otra indole (Oferlccor, 2014).

En dicho proceso se establecieron cuatro dreas a evaluar, que determinarfan
el nivel de riesgo que tendria un drea a la incidencia de actos de corrupcién.
Las dreas evaluadas son: discrecionalidad del funcionario publico para la toma
de decisiones, frecuencia de contacto con el publico, nivel de informatizacién
de los procesos del drea y el grado de supervisién en el que se encuentra.

Empezamos a analizar en base a la casuistica, cémo medir el riesgo de actos de corrup-

cién. [...] Cuando concluyen los cuatro o tres de estos factores podemos determinar un
4rea de alto riesgo (Funcionario 2 Oferlccor, 1 de julio 2016).
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Si bien inicialmente existi6 la limitacién de que la fuente principal de infor-
macién eran autoevaluaciones de las mismas dreas (o unidades operativas) de
acuerdo a su propia experiencia, posteriormente se cruzé la informacién reco-
pilada con los resultados de investigaciones anteriores, tanto las realizadas por
la Oferlccor como por el C)rgano de Control Institucional, lo que permitié
tener un andlisis mds fino de las dreas mds vulnerables.

Este diagndstico serviria como instrumento de gestién, que guiaria la imple-
mentacién de estrategias de prevencion e investigacion dentro de la entidad y
sobre todo la realizacién de visitas inopinadas como mecanismo de supervision.

Las 4reas son evaluadas por cada factor para llegar a una tabulacién y aquellas que
tienen altos puntajes son aquellas que nosotros priorizados por el alto riesgo. Con la
metodologia se pudo determinar un niimero reducido de 4reas (34). Con ello se pudo

determinar y dirigir las visitas, las investigaciones, los mecanismos de reduccién de
riesgos hacia estas 4reas identificadas (Funcionario 2 Oferlccor, 1 de julio 2016).

La evaluacidn se realizé en las 531 unidades operativas® (dreas) que com-
ponen la estructura de la Sunat, con lo cual se construy6 un mapa de riesgos de
corrupcidn, en un periodo de dos meses aproximadamente. Entre los princi-
pales resultados de la utilizacién de esta metodologia estd la determinacién de
prioridades para la realizacién de investigaciones.

Finalmente, cabe mencionar que, sin un adecuado diagndstico de la proble-
matica particular en cada entidad, una iniciativa anticorrupcién sin vinculacién
a los problemas y necesidades reales de la institucién puede devenir en solo
un «incremento de la burocracia o en soluciones sin sustento real» (Pefailillo,
2011).

iii. Creacién de la Oficina Anticorrupcién

Una diferencia que se ha podido evidenciar durante la implementacién del
Plan Nacional de Lucha contra la Corrupcién 2012-2016, es la creacién de
oficinas anticorrupcién al interior de las entidades del Estado. Es decir, ademds
de la Comisién de Alto Nivel Anticorrupcién, adscrita a la PCM —la cual
tiene la funcién de hacer seguimiento al plan nacional anticorrupcién—, en
algunas entidades se han implementado oficinas especificamente encargadas de
la prevencién y lucha contra la corrupcién.

8 Las unidades operativas bajo estudio fueron: 18 de la Superintendencia Nacional, 56 de la Superintendencia

Nacional Adjunta de Desarrollo Estratégico, 224 de la Superintendencia Nacional Adjunta Operativa, 147 de la
Superintendencia Nacional Adjunta de Aduanas y 86 de la Superintendencia Nacional Adjunta de Administracién y
Finanzas.
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En el dmbito del Poder Ejecutivo, si bien en la mayoria de casos las entidades
optan por encargar a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto la labor de
seguimiento del plan institucional anticorrupcién, ciertas entidades han creado
un drea especificamente encargada de formular, implementar y monitorear la
politica anticorrupcién en su jurisdiccién. En el caso de estudio, dentro de la
Sunat, la Oferlccor, al aplicar el enfoque de prevencién de forma simultdnea
con el enfoque combativo, marca una prictica relevante dentro de la lucha
contra la corrupcién en el pais.

iv. Espacios de coordinacién intersectorial

Desde la Presidencia del Consejo de Ministros, la Comisién de Alto Nivel
Anticorrupcién coordiné tanto con el MEF como con los distintos 6rganos y
empresas adscritos al sector, a fin de desarrollar adecuadamente las estrategias
institucionales anticorrupcidn.

En julio de 2013, la CAN Anticorrupcién realizé el primer «Taller de inter-
cambios de experiencias» a fin de compartir informacién con todos los minis-
terios. Asi también fue una oportunidad para que los funcionarios de cada
sector pudieran comentar sobre las buenas pricticas y los problemas operativos
durante la formulacién e implementacién de los planes anticorrupcién.

Segin lo mencionado por un asesor de la Oferlccor, las reuniones de coor-
dinacién han permitido intercambiar informacién importante sobre la lucha
anticorrupcién en otras entidades para aplicarlo en Sunat:

Las reuniones de coordinacién interinstitucional son fundamentales porque recogen las
experiencias de otras entidades y explican qué es lo que se ha hecho. Luego de las con-

versaciones se pueden extraer buenas pricticas que pueden implementarse en nuestra
entidad (Funcionario 1 Oferlccor, 9 de junio 2016).

En la misma linea, la coordinacién interinstitucional también ha impactado
en el desarrollo de la capacidad organizativa de las entidades a través de la
designacién de los coordinadores de enlace ministerial. En marzo del afio 2013
la CAN Anticorrupcidn solicité formalmente a los ministerios la designacion
de un personal como «coordinador de enlace» a fin de mantener comunicacién
y coordinar las acciones para la implementacién del Plan Nacional de Lucha
contra la Corrupcién 2012-2016.

v. Sistemas de informacién compartida

Dentro de la implementacién de la politica anticorrupcién en la Sunat, la
informatizacién de los procesos tuvo un papel central.
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A partir del ano 2014, la Sunat incorporé en su plan sectorial anticorrup-
cién la implementacién del Registro de Procedimientos Administrativos vincu-
lados a la corrupcién (Reprac) como instrumento de gestién de informacidn.
El Reprac es un instrumento de recoleccién de informacién en el cual todas las
entidades reportan todos los procesos y procedimientos disciplinarios que se
han aplicado a su personal, referentes a temas vinculados a corrupcion.

El equipo técnico de la CAN realizé capacitaciones al personal del 4rea
de Planeamiento y Presupuesto de la Sunat para el uso de la aplicacién. Los
reportes se realizan de forma trimestral a la CAN Anticorrupcién y tienen
como principal objetivo obtener informacién estadistica rigurosa que facilite la
toma de decisiones para la mejora o correccion de la conducta del funcionario
publico (directiva 002-2012-PCM/SGP). Segtin el coordinador adjunto de la
CAN Anticorrupcion:

A diferencia de otros, en el Ministerio de Economia tenfan un equipo técnico que

posefan mayor conocimiento en temas de planeamiento estratégico y formulacién de
indicadores, por lo que el proceso se pudo realizar de una forma mds 4gil.

Posteriormente, dicha iniciativa fue simulada en otras instituciones y minis-
terios dentro de sus planes sectoriales anticorrupcién.

vi. Normativa e instrumentos de planificacién

Segtin los funcionarios de la CAN, desde la Presidencia del Consejo de Minis-
tros, con la emisién de la Estrategia Anticorrupcién del Poder Ejecutivo, si
bien la mencién de los planes institucionales ya aparecia en el plan, con este
dispositivo legal se podria hacer mds viable la influencia desde la PCM hacia
los distintos sectores a fin de promover la emisioén de planes anticorrupcién.
[La CAN Anticorrupcién] fue influyente desde que emitieron la politica nacional,
porque fue una herramienta legal que obligd a todas las entidades del sector publico a
poder alinearse a esa politica. Si no hubiesen sacado la ley probablemente ni siquiera

hubiésemos pensado en disefiar estas herramientas (Funcionario 1 Oferlccor, 9 de junio
2016).

En otras palabras, se realizaba una incidencia dentro de los procesos de toma
de decisiones del ministerio y la generacién de voluntad politica. De acuerdo
con un estudio realizado por el U4 Anticorruption Centre, se sostiene que:

Donde la coordinacién sigue siendo un reto, comités u organismos especializados
g g p
pueden ser establecidos para abordar la cooperacidn entre agencias. Pueden estar com-
puestos por representantes de los poderes ejecutivo, judicial, legislativo y funcionarios
de los departamentos clave (como las costumbres, las adquisiciones, la recaudacién de
P q
impuestos y cumplimiento de la ley y de los gobiernos locales). También pueden incluir
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a miembros de la sociedad civil, tales como representantes de empresas, organizaciones
no gubernamentales, lideres religiosos, etc. En todos los casos, tienen que tener el poder
suficiente, los recursos y la capacidad para hacer frente a los ministerios poderosos

(Chéne, 2009, p. 7).

En este sentido, el papel de la PCM, como cabeza de los ministerios, y
especificamente de la CAN Anticorrupcién, como ente rector de la politica
anticorrupcion en el pais, fue importante en el proceso de aplicacién del plan
anticorrupcion a nivel sectorial. Es decir, se puede identificar una relacién de
coordinacién vertical mediante la incidencia politica a través de reuniones entre
la Coordinacién General de la CAN y el ministro de cada sector, a fin de ejercer
presion para la implementacién de los planes institucionales.

Asi también, desde una perspectiva intrainstitucional, el contar con el res-
paldo del marco normativo interno (resolucién de superintendencia), permite
que la Oferlccor pueda tener el soporte legal para la ejecucién de las funciones
asignadas. Siguiendo lo mencionado por Heilbrunn (2004), el primer factor
que podria explicar la incapacidad de las oficinas anticorrupcién es la ausencia
de leyes necesarias para que los funcionarios que componen una institucién
reconozcan las funciones de investigacion y lucha contra la corrupcién de dicha
drea.

Limitaciones de los mecanismos de coordinacién en la lucha contra
la corrupcién en Sunat

De acuerdo a un estudio del PNUD, la construccién de medidas anticorrup-
cién requiere capacidad politica, junto con capacidades institucionales y de
gestiéon (PNUD, 2013). Esta investigacién, a partir del andlisis de caso de la
Oferlccor en Sunat, propone que la implementacién de una politica antico-
rrupcién a nivel de las entidades del Estado presenta limitaciones en cuatro
aspectos principales de la politica puablica: politico, técnico, institucional y
organizativo-administrativo.

Respecto al aspecto politico, segin lo recogido en el trabajo de campo, la
voluntad politica que existe en la élite de la entidad, especificamente centrada
en la Superintendencia Nacional y el gabinete de asesores, representa una seria
limitacién a la politica anticorrupcién. La coordinacidn, si bien tiene un alto
componente técnico, es una funcién esencialmente politica (Garnier, 2000), la
cual tiene como propdsito integrar las distintas decisiones y acciones de gobierno
dentro de una sola visién de conjunto y con una perspectiva a largo plazo.

En el caso de la Sunat, los entrevistados manifestaron que, si bien existia
una corriente que se fue formando desde inicios de los anos 2000 y que fue
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madurando al correr de los anos, el apoyo de la Superintendencia Nacional
podia «acelerar o entorpecer» la consolidacién de las politicas anticorrupcién.
La presién que se presentd en determinados procesos de investigacion resulté
una seria limitacién para las funciones y la autonomia de la Oficina Antico-
rrupcién de Sunat.

En realidad, no es por leyes o normas donde sentimos el apoyo, sino cuando te per-

miten investigar. De igual manera, sientes que te restan apoyo cuando te quitan herra-
mientas para trabajar (exfuncionario Sunat, 18 de mayo del 2016).

Por ello, una clara limitacién identificada en el presente estudio es la subsis-
tencia del enfoque 70p down en la implementacién de politicas ptblicas anti-
corrupcidn. Para el desarrollo de politicas anticorrupcidn se requiere una coor-
dinacién desde el punto de vista politico, es decir, relacionamiento de actores
que promueva la «agendacién» a nivel institucional de las politicas que ya han
sido emitidas por instituciones de alto nivel gubernamental. En estos casos,
siguiendo a Cortdzar (2007), los lideres de las instituciones tienen la capacidad
de «problematizar la corrupcién dentro de sus jurisdicciones para el inicio de
acciones concretas. En otras palabras, la alta direccién puede agilizar o entor-
pecer los procesos de implementacién de politicas publicas, en especial las refe-
ridas a la lucha contra la corrupcién.

En cuanto al aspecto técnico, un factor importante es la capacidad burocri-
tica y los conocimientos técnicos que posean los hacedores de politica, aquellos
que llevan a implementar el contenido de los instrumentos de planificacién
anticorrupcién. Para resolver un problema es preciso identificarlo previa-
mente. En esta linea, existen ineficientes sistemas de medicién y monitoreo de
riesgos de corrupcién para la planificacién de acciones operativas. Si bien en
la Oferlccor se llevé a cabo un proceso de diagndstico de riesgo de corrupcién,
este no se actualizé periédicamente, por lo que podria estar descontextualizado
de los cambios que ha sufrido la institucién desde entonces. Ademds, como
mencionamos, al estar basado principalmente en encuestas de percepciones,
podria estar sesgada dicha informacién. Por otro lado, también se han puesto
en evidencia las desiguales capacidades técnicas en materia de lucha contra la
corrupcion entre las distintas organizaciones (inclusive entre los fiscales y jueces
que analizan los procesos de casos de corrupcion).

Con respecto al dmbito institucional, los mecanismos de coordinacién
estdn determinados por los procesos internos de la entidad, asi como la clara
asignacién de funciones y competencias. Para Garnier (2000), para que exista
una continuidad en las politicas pablicas implementadas por una institucién,
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aparte del eficaz manejo de recursos humanos y personal técnico, debe estar
acompanada de la consolidacién institucional, a través de los instrumentos de
planificacién. De acuerdo con lo propuesto por Repetto:
Los procesos tendientes a promover la coordinacién pro-integralidad de las interven-
ciones estatales en materia de programas y politicas sociales (asf como su alcance), estin
fuertemente condicionados tanto por ciertas caracteristicas de la institucionalidad

formal e informal como por algunos rasgos del entramado de actores que operan de un
modo directo o indirecto en la gestién publica de lo social. (2010, p. 27)

En el caso de la Oferlccor, la adopcién de facultades de investigacién y ase-
sorfa en las labores del control interno a los distintos directivos de la entidad
representa una buena prictica de coordinacién interna. En este escenario, el
Organo de Control Institucional se ve complementado con las acciones de
asesoria realizadas por la Oferlccor, pues de encontrar hallazgos relevantes, esta
puede presentar el caso para que siga su proceso regular. Asi también, dicha
coordinacién no se limitaba al 4mbito intrainstitucional, sino que dicha drea
puede realizar seguimiento a los casos de investigacién que son derivados a la
Contraloria o al Ministerio Publico, de acuerdo a las responsabilidades detec-
tadas, para asegurar que el proceso siga su curso y llegue a una sancién efectiva
del personal que haya incurrido en actos de corrupcién. Sin embargo, aun
asi, se ha evidenciado que las caracteristicas dentro de la entidad (Sunat), del
sector (Economia y Finanzas), asi como la ingenierfa institucional del sistema
de justicia (la duracién de los procesos de investigacion penal) pueden afectar la
implementacién de medidas anticorrupcién dentro de una entidad. Asimismo,
el solapamiento de distintos dispositivos de politica anticorrupcién, tales
como el PNA 2012-2016 y las Politicas de obligatorio cumplimiento (decreto
supremo 027/2007-PCM), facilita la ocurrencia de duplicacién de funciones,
perdiendo de vista la solucién del problema publico en cuestién.

Finalmente, en cuanto al aspecto organizativo/administrativo, en el caso
de estudio, como se menciond, la Oficina de Fortalecimiento Etico y Lucha
contra la corrupcién solo cuenta con trece funcionarios, de los cuales solo
cuatro poseen la funcién para realizar los procesos de investigaciéon dentro de
las distintas 4dreas de Sunat.

A comparacién de OCI, que cuentan con aproximadamente 100 funcionarios, la ofi-
cina posee poco personal que en muchas ocasiones nos limita la cantidad de investiga-
ciones que podemos llevar a cabo. Asi también, requerimos recursos para la realizacién
de viajes y visitas inopinadas a unidades que se encuentran dentro del pais, lo cual

genera un gasto, en especial cuando se presentan solicitudes de asesorfa por parte de los
directivos de algin 4rea (Funcionario 2 Oferlccor, 1 de julio del 2016).
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De esta manera, un aspecto estratégico en las politicas anticorrupcién son
las capacidades logisticas de las oficinas encargadas de su implementacién. Las
entidades que tienen numerosos 6rganos y dependencias desconcentrados,
como el caso de Sunat (entre estos los puestos de control aduanero, las divi-
siones de control de deuda y cobranza, las divisiones de control fronterizo y
coordinacién territorial), exigen capacidades de movilizacién a lo largo del
territorio nacional, por lo que es necesario contar con el presupuesto y facili-
dades logisticas para ello: «[...] las entidades deberdn incorporar sus acciones
anticorrupcién en sus Planes Operativos Institucionales (POI) para asegurar
la asignacién presupuestal y el recurso humano necesario para su ejecucion,
asi como la realizacién del seguimiento, monitoreo y evaluacién de dichas
acciones» (CAN, 2014, p. 5).

Si bien, segun la CAN Anticorrupcién, las acciones que figuran en el Plan
Institucional Anticorrupcién deben estar incorporadas en sus Planes Opera-
tivos Institucionales, esto en la mayoria de casos no asegura que se brinde el
presupuesto requerido, presentdndose las limitaciones logisticas y de recursos
humanos mencionadas. De acuerdo a lo afirmado por Repetto y Fernindez
(2012), no es suficiente la existencia de una planificacién y articulacién con los
dispositivos de politica nacional y la definicién de atribuciones entre las dreas
involucradas de una politica publica, sino que es imprescindible que sean rea-
firmadas en los planes y presupuestos de las instituciones estatales.

6. CONCLUSIONES

Las politicas anticorrupcién se han convertido en uno de los principales
aspectos dentro de la problemdtica de la reforma y modernizacién del Estado.
Recientes estudios han concluido en la necesidad de instaurar politicas inte-
grales anticorrupcién (Pautrat, 2016) que puedan articular entre las distintas
entidades medidas objetivas de lucha contra la corrupcién.

La presente investigacién tuvo como objetivo identificar los mecanismos
de coordinacién de la politica anticorrupcién en la Sunat y analizar sus prin-
cipales limitaciones. Estudiar el caso de la Sunat y el funcionamiento de la
Oferlccor ha sido muy til para identificar los alcances que pueden tener las
medidas anticorrupcién dentro de las entidades del Estado, asi como identi-
ficar ciertos problema-tipo que podrian ser detectados en otras instituciones
publicas (o privadas) donde se desee implementar medidas anticorrupcién.
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La politica anticorrupcién posee un marco normativo de dispositivos de
politica nacional, tales como el Plan Nacional de Lucha contra la Corrupcién
o la Estrategia Anticorrupcién del Poder Ejecutivo, para brindar lineamientos
de accién a las entidades en la lucha contra la corrupcién. Sin embargo, es
necesario contar con dispositivos adaptados a las caracteristicas particulares de
cada institucién publica a fin de que se logre un impacto real en los niveles
de corrupcién detectados. Por ello, la formulacién de Planes Institucionales
Anticorrupcién es una forma de brindar una mirada més local a la lucha contra
la corrupcidn, asi como asegurar una adecuada articulacién e implementacién
de las politicas nacionales.

Las politicas anticorrupcién son procesos complejos que requieren la coor-
dinacién de numerosos actores en distintos momentos. La coordinacién guber-
namental es un requisito indispensable en la implementacién de la politica
anticorrupcién. De acuerdo al trabajo de campo, el contar con un 4rea encar-
gada de la coordinacién e implementacién de la politica anticorrupcién dentro
de una entidad es necesario para el adecuado planteamiento de estrategias y
acciones operativas internas. Esto pues, si dicha politica es llevada a cabo por
otras dreas de la entidad (como por ejemplo las Oficinas de Planeamiento y
Presupuesto), se corre el riesgo de que la lucha contra la corrupcién se convierta
en un proceso burocritico formal, entendiendo las tareas o acciones como fina-
lidades dltimas y no como medios para resolver un problema particular.

Las estrategias institucionales deben estar basadas en un adecuado diagnés-
tico de la corrupcidn, por lo que la coordinacién entre las diferentes dreas de
una entidad es necesaria para la identificacién de las pricticas vulnerables a la
corrupcién. Dicho diagnéstico no debe limitarse a las tipologias de actos de
corrupcién en el cédigo penal o las especificadas como faltas administrativas
del funcionario publico, sino que debe partir de las caracteristicas propias de
las funciones de cada entidad, asi como aquellas practicas irregulares que son
detectadas por la ciudadania (Yamada y Montero, 2011). Por ello, se debe cons-
tituir diagnésticos que precisen las dreas mds expuestas a riesgos de corrupcion,
el tipo de practica que se realiza y los actores que estdn involucrados, a través de
la recoleccién de informacién de las dreas afectadas. Como se mencioné ante-
riormente, si una politica institucional anticorrupcién no se vincula con los
problemas y necesidades de cada entidad, solo se convierte en un incremento
de burocracia o en «soluciones» sin impacto real.
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